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Cámara de Representantes

Provincia de Misiones
	“Año 2020 - Año del Bicentenario del Paso a la Inmortalidad del General Manuel Belgrano, de la Donación de Sangre, Órganos y Tejidos y de la Enfermería Misionera”.



PROYECTO DE LEY

LA CÁMARA DE REPRESENTANTES DE LA PROVINCIA

SANCIONA CON FUERZA DE

LEY

ARTÍCULO 1. Créase en el ámbito de la provincia de Misiones la figura del Abogado de la Víctima del Delito.
ARTÍCULO 2. Se considera víctima a la persona física directamente afectada por un delito de acción pública, con derecho a constituirse en querellante particular, según los alcances del artículo 76 del Código Procesal Penal de la provincia de Misiones. 
ARTÍCULO 3. El objeto de esta Ley es garantizar los derechos de las víctimas al asesoramiento, asistencia, representación, protección, acceso a la justicia, y asegurar el acceso de las víctimas en situación de vulnerabilidad al patrocinio jurídico. 
ARTICULO 4. Es autoridad de aplicación de la presente Ley el Superior Tribunal de Justicia de la provincia de Misiones, a través de la secretaría de acceso de acceso a la justicia.
ARTÍCULO 5. La autoridad de aplicación, en coordinación con el Colegio de Abogados de la Provincia de Misiones, debe administrar y mantener actualizado el Registro de abogados de las víctimas del delito. A los efectos del funcionamiento del Registro, el Colegio de Abogados realizará la convocatoria pública, una vez por año, a los abogados interesados en integrar el Registro, los que deberán estar habilitados para el ejercicio profesional, con tres (3) años de matrícula profesional como mínimo y acreditada capacitación en materia penal. El listado será remitido a la autoridad de aplicación para la utilización del Registro. 
ARTICULO 6: Modifícase el artículo 76 de la Ley XIV - NRO. 13- Código Procesal Penal de la provincia de Misiones, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

ARTÍCULO 76.- Constitución del Querellante Particular. Toda persona física, sus herederos forzosos, representantes legales o mandatarios; o persona jurídica de derecho público o privado, directamente afectada por un delito de acción pública tienen derecho a constituirse en querellante particular y como tal impulsar el proceso, proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos y recurrir con los alcances que en el presente Código se establecen. 
Obligación de información: una vez iniciada la etapa de investigación del delito, el Agente Fiscal interviniente deberá informar a las posibles víctimas sobre su derecho a constituirse en querellantes particulares; así como la posibilidad de contar con el patrocinio letrado gratuito en el marco de la Ley de Abogados de las Víctimas de Delito. En caso que la Víctima manifieste su intención de acceder al patrocinio gratuito, remitirá la solicitud a la Oficina de Acceso a la Justicia de la Jurisdicción respectiva. 
ARTÍCULO 6 BIS: El abogado de la Víctima podrá acreditar la representación invocada a través de carta poder, en los términos del art. 78 de la ley XIV- N° 13.
ARTÍCULO 7. El abogado de la Víctima del Delito tiene por función proveer patrocinio y representación letrada a aquellas personas comprendidas en la presente Ley que no pudieran afrontar el pago de un abogado particular, conforme las constancias que establezca la reglamentación. El patrocinio letrado de las personas víctimas de delitos se extenderá durante la sustanciación del proceso penal, en todas sus etapas e instancias. El abogado de la Víctima tendrá todos los derechos, deberes y responsabilidades que el Código Procesal Penal confiere al abogado patrocinante o representante del querellante. Deberá informar a la autoridad de aplicación del estado procesal de las actuaciones en las que intervenga, en las condiciones que establezca la reglamentación, al menos una vez por año. 
ARTICULO 8. Sólo podrán obtener el patrocinio letrado gratuito de los Abogados de Víctimas las personas enumeradas en los artículos 76 del Código Procesal Penal, que se encuentren en situación de vulnerabilidad y reúnan los requisitos que fije la Autoridad de Aplicación 
ARTÍCULO 9. Quienes requieran el patrocinio letrado de las de los abogados de la víctima, realizaran la solicitud ante el Colegio de Abogados de la Provincia de Misiones, o ante la Secretaría de Acceso a la Justicia, dependiente del Poder Judicial. Si la solicitud de patrocinio letrado gratuito ha sido presentada ante el Colegio de Abogados, está deberá ser remitida inmediatamente a la Secretaría de Acceso a la Justicia. Las solicitudes recibidas por ésta de manera directa o por remisión del Colegio de Abogados, deberán ser resueltas en el plazo de 5 días hábiles contados a partir de la recepción y comunicadas de manera inmediata al solicitante. La decisión deberá indicar si admite o no la inclusión del solicitante como beneficiario de la presente ley. En caso de una decisión desfavorable a la solicitud, la misma decisión debe informar los fundamentos. La decisión que admite la solicitud, también debe comunicarse al Colegio de Abogados. 
ARTÍCULO 10. El procedimiento previsto en el artículo anterior se observará para la obtención del patrocinio letrado o representación de aquellos querellantes que, habiendo designado abogado particular, se encuentren comprendidos en algunos de los supuestos del artículo 8 con posterioridad al inicio de la causa penal.
ARTÍCULO 11. El profesional recibirá sus honorarios en la siguiente forma: del total de los honorarios que correspondan, conforme los artículos 56 y 57 de la Ley XII N° 4, cobrará el monto de dos salarios mínimos al momento de asumir el patrocinio o representación de la víctima. El saldo al concluir cada etapa del proceso. El pago de los honorarios está a cargo de la Autoridad de Aplicación.
ARTÍCULO 12. DE FORMA

FUNDAMENTOS
El presente proyecto de ley tiene como objetivo la creación de la figura del abogado de la víctima, a través del cual busca proveer patrocinio letrado gratuito a víctimas de delitos que por su situación económica no puedan costear a un abogado, es decir que se encuentren en situación de vulnerabilidad.

Para la puesta en marcha de dicha figura, se establece la creación del registro de abogados de la víctima del delito destinado a aquellos matriculados interesados y que cumplan con los requisitos de la presente ley. Este registro será organizado y reglamentado por Superior Tribunal de Justicia (como autoridad de aplicación) en coordinación y colaboración con el colegio de abogados de la provincia de Misiones. 
La importancia de la labor del abogado de la víctima surge de sus objetivos, los cuales son garantizar los derechos de las victimas frente a delitos y violaciones a derechos humanos, haciendo especial hincapié en el acceso a la justicia a través del asesoramiento, asistencia, representación, tratamiento justo, reparación, celeridad y todos los demás derechos consagrados en la Constitución Nacional y tratados Internacionales de Derechos Humanos.

El objetivo principal es que mediante el patrocinio jurídico gratuito se garanticen los derechos de las víctimas, así como permitir su adecuada participación durante el proceso penal y de esta forma, evitar la re victimización.

El ordenamiento jurídico considera víctima a la persona ofendida directamente por el delito y al cónyuge, conviviente, padres, hijos, hermanos, tutores o guardadores en los delitos cuyo resultado sea la muerte de la persona con la que tuvieren tal vínculo, o si el ofendido hubiere sufrido una afectación psíquica o física que le impida ejercer sus derechos.

En muchos casos las víctimas no pueden hacer valer sus derechos, porque el delito les ocasiono un daño que por sus características los imposibilita a la hora de abogar o defender sus derechos o, en otros casos, son personas que ya se encontraban en situación de vulnerabilidad antes de sufrir un delito. 
También se encuadra dentro del concepto de víctimas a los familiares de la persona que sufrió el delito: la madre o el padre, las hermanas o los hermanos, los hijos o las hijas, la esposa o el esposo, la persona conviviente. Los tutores de la persona que sufrió el delito también son víctimas en estos casos.

Las víctimas tienen derecho al acceso a la justicia, esto se garantizara a través de la representación y patrocinio jurídico del abogado de la víctima, esto le permitirá a la víctima  denunciar y participar en el juicio contra la persona que comete un delito, tener juicios justos y equitativos, sin ninguna discriminación ni caer en una re victimización, tener juicios en los cuales existan mayor número de elementos probatorios, garantizar que la víctima reciba una reparación por el daño sufrido esto muchas veces dejado de lado a la hora de evaluar las prioridades, y a la par asegurar que la persona que comete un delito reciba una condena.

Es trascendental lo que ello significa en vistas a garantizar los derechos de miles de misioneros que diariamente transitan por los juzgados en busca de conseguir respuestas concretas a sus causas judiciales, abandonando las mismas por escases de recursos a la hora de enfrentar largos periodos sin respuesta o por no poder abonarlas costas que implican un abogado.

El área en la cual desenvuelve y desarrolla sus actividades el abogado de la víctima es en materia de conflictos penales, Infracciones, Contravenciones y demás actividades que a criterio de la autoridad de aplicación, le correspondan.
Los requisitos que se exigirán a los solicitantes del patrocinio gratuito para acceder al mismo son la limitación de recursos o situación de vulnerabilidad, y acreditar que sus ingresos mensuales familiares no superen el monto de (2) salarios mínimos vitales y móviles.
Resulta indispensable la instauración de dicha figura en nuestro sistema penal en la provincia de Misiones, en miras a garantizar los derechos de las personas a las cuales el alcance de esta ley resguarde.
Existe como antecedente la Resolución de la PROCURACION GENERAL DE LA NACION Nº 58/1998 por la cual se creo la Oficina de Asistencia Integral a la Víctima del Delito, cuyas funciones comprenden el asesoramiento jurídico a las víctimas de delitos, mas no el patrocinio jurídico de víctimas de bajos recursos en calidad de querellantes durante el proceso penal. 

Asimismo, cabe tener presente las Reglas de Brasilia para el acceso a la Justicia, a las que la República Argentina ha adherido y conforme el cual, (sección 5ª artículos 10 a 12): “Se considera en condición de vulnerabilidad aquella víctima del delito que tenga una relevante limitación para evitar o mitigar los daños y perjuicios derivados de la infracción penal o de su contacto con el sistema de justicia, o para afrontar los riesgos de sufrir una nueva victimización” y se obliga a los estados a “garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad” (sección 1ª Artículo 1º).
Por esto y otros fundamentos que ampliare al momento del tratamiento legislativo, con la intención de enriquecer los aportes de todos los bloques y los especialistas en la materia, solicito a mis pares el acompañamiento al presente proyecto de Ley.
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